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Panel integrado por su presidente, el Juez Steidel Figueroa, la Juez 
Cintrón Cintrón y  la Juez Rivera Marchand. 
 

Rivera Marchand, Juez Ponente 
 

SENTENCIA 
 

 En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016. 

 

 Comparece ante nosotros Ariel Investment Management, LLC 

de Delaware, Ariel Investment Management, LLC de Puerto Rico y 

Ariel Roosevelt Roads Management, LLC (en conjunto Ariel o 

recurrentes). Solicitan la revisión judicial de la decisión de la 
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Autoridad para el Redesarrollo de los Terrenos y Facilidades de la 

Estación Naval Roosevelt Roads (Autoridad) de cesar la etapa de 

negociación establecida con Ariel mediante un Exclusive 

Negotiating Agreement for a Term Sheet and Master Developer 

Agreement (Acuerdo de negociación). Los recurrentes nos solicitan 

la revocación de dicha determinación por ser un alegado 

incumplimiento de contrato o, en la alternativa, incurrir en culpa 

in contrahendo. Asimismo, solicita ser indemnizada como resultado 

de las causas de acción invocadas. Pendiente lo anterior, los 

recurridos solicitaron la desestimación del recurso por falta de 

jurisdicción por entender que las controversias traídas ante 

nuestra consideración se relacionan a una interpretación  

contractual del acuerdo de negociación exclusiva que deberá ser 

objeto de evaluación por el Tribunal de Primera Instancia. Por su 

parte y en cumplimiento de nuestra orden, la parte recurrente 

presentó un escrito intitulado Oposición a mociones de 

desestimación mediante el cual arguyó que el recurso versa sobre 

una determinación final de la Autoridad que tuvo el efecto de 

concluir de forma unilateral el proceso de negociación exclusiva 

por lo que procede la revisión judicial ante nos. Veamos.  

I. 

 El 30 de junio de 2014, la Autoridad emitió un requerimiento 

de cualificaciones (Request for qualifications o RFQ) para aquellos 

desarrolladores con el expertise y habilidad de diseñar, construir, 

operar, mantener y financiar un proyecto completo de 

aproximadamente 3,000 acres de terreno donde ubicaba la 

Estación Naval Roosevelt Roads.1 De los desarrolladores que 

sometieron sus cualificaciones, tres fueron escogidos para 

participar de un proceso de compra negociada (Request for 

proposal o RFP), a saber: Ariel, Ohorizons Global, Inc. y Roosevelt 

                                                 
1 Recurso de revisión judicial, Apéndice, pág. 6. 
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Roads Opportunity Development, LLC, también subsidiaria de 

Clark Realty Capital, (RROD).2 El RFP reiteró el objetivo de la 

contratación y estableció las fases del proceso para seleccionar el 

Master developer.3 

 Las fases para escoger el Master developer fueron 

establecidas en el RFP de la siguiente manera: Fase 1: la pre-

cualificación de las personas que respondieron a la convocatoria y 

fueron invitadas a participar de la compra negociada; Fase 2: la 

presentación de propuestas y, de ser requerido por la Autoridad, la 

participación en entrevistas, contestaciones de preguntas, o en un 

proceso conocido como Best and Final Offer y la selección de uno o 

más desarrolladores para participar en la siguiente fase y; Fase 3: 

la negociación exclusiva con uno o más de los participantes 

seleccionados por un periodo de tiempo específico.4 

 El 26 de diciembre de 2014, la Autoridad notificó la 

adjudicación del RFP.5 La Autoridad informó que el 22 de 

diciembre de 2014 adjudicó el RFP a RROD con el resumen de las 

propuestas evaluadas y los factores que tomó en consideración.6 

Además, la Autoridad les advirtió a los participantes de su derecho 

a solicitar reconsideración o recurrir en revisión judicial al 

Tribunal de Apelaciones conforme a los términos establecidos en 

las Secciones 3.15 y 3.19 de la Ley de Procedimiento 

Administrativo Uniforme, Ley Núm. 170 de 12 de agosto de 1988, 3 

L.P.R.A. sec. 2165 y 2169.7 De igual modo, apercibió a los 

participantes de su derecho a recurrir al Tribunal de Apelaciones 

en 30 días a partir de las resoluciones finales de la Autoridad o 10 

días en caso de impugnar la subasta.8 

                                                 
2 Íd., pág. 157. 
3 Íd., pág. 23. 
4 Íd., pág. 23. 
5 Íd., pág. 157. 
6 Íd., págs. 157-160. 
7 Íd., pág. 160. 
8 Íd. 
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  Ariel no impugnó la adjudicación9 y la Autoridad comenzó 

un proceso de negociación exclusiva con RROD que culminó sin el 

otorgamiento del Master Developer Agreement.10 El 2 de septiembre 

de 2015, la Autoridad le comunicó a Ariel el interés de comenzar 

negociaciones con otros de los proponentes del RFP y le solicitó 

que expresara si continuaba interesado en prestar los servicios 

descritos en el RFP.11 Trece días luego, la Autoridad hizo constar 

haberse reunido con Ariel el 10 de septiembre de 2015 y le solicitó 

a éste que aclarara y proveyera cierta información relacionada con 

la propuesta.12 El 16 de febrero de 2016, la Autoridad y Ariel 

suscribieron el Acuerdo de negociación objeto de controversia en el 

recurso ante nuestra consideración.13 

Conforme al Art. 1.1 del Acuerdo de negociación, el propósito 

era establecer los procedimientos y estándares de la negociación 

del Master Developer Agreement.14 Sin embargo, el 19 de mayo de 

2016, la Autoridad le notificó a Ariel una carta confirmando la 

terminación del Acuerdo de Negociación.15 Según la misiva, la 

Junta de Directores de la Autoridad no aprobó la Hoja de Términos 

(“Term Sheet”) que formaba parte de la fase 1 establecida en el 

Acuerdo de negociación.16 La comunicación de la Autoridad no le 

apercibió a Ariel acerca de algún derecho a solicitar 

reconsideración o recurrir en revisión judicial al Tribunal de 

Apelaciones.17 

                                                 
9 Íd., pág. 146. 
10 Íd., pág. 164. Cabe señalar que mediante comunicación electrónica enviada 

por la Directora Ejecutiva el 1 de septiembre de 2015 se informó sobre la 

cancelación del acuerdo de negociación con RROD subsidiaria de Clark Realty 
Capital. 
11 Íd., pág. 166. 
12 Íd., pág. 167. 
13 Íd., pág. 250. 
14 Íd., pág. 252. 
15 Íd., pág. 514. La carta se refiere al asunto como “Confirmation of the 
Termination of Exclusive Negotiations for Master Developer Services at the former 
naval Station Roosevelt Roads”. Íd. 
16 Íd. 
17 Íd. 
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El 1 de junio de 2016, Ariel suscribió una carta relacionada 

a la terminación del Acuerdo de negociación y la dirigió a la 

Directora Ejecutiva y a la Junta de Directores de la Autoridad.18 

En síntesis, Ariel expuso los alegados esfuerzos y cumplimientos 

realizados conforme al Acuerdo de negociación.19 Añadió que la 

Autoridad no interpretó correctamente la oferta y los términos 

propuestos. De igual modo, expresó que no le permitieron aclarar 

cualquier preocupación a la Junta de Directores.20 Por último, los 

aquí recurrente le solicitaron a la Autoridad que desistieran de las 

acciones que pudiesen perjudicar el proyecto según delineado en la 

Hoja de Términos presentada a la Junta de Directores y que más 

adelante les permitiría cerrar el contrato y el Master Developer 

Agreement.21 

 El 3 de junio de 2016, el Secretario de Desarrollo Económico 

y Comercio (Secretario) le expresó a Ariel que la razón principal 

para no continuar fue la falta de prueba acerca de la capacidad 

financiera o capitalización para emprender un proyecto de 99 

años.22 El Secretario manifestó que Ariel no contaba con la 

capacidad financiera para desarrollar los primeros 5 años del 

proyecto y la mayoría de sus fondos resultaban especulativos.23 

En esa misma fecha, la Directora Ejecutiva de la Autoridad 

emitió una carta donde también le informaba a Ariel las razones de 

la cancelación.24 La Autoridad reiteró la falta de capacidad 

financiera de Ariel para ejecutar el proyecto como el motivo 

principal para la cancelación.25 Asimismo, indicó que le 

preocupaba el rol y nivel de participación en el proyecto de una 

                                                 
18 Íd., pág. 516. 
19 Íd., págs. 517-518. 
20 Íd., pág. 518. 
21 Íd., págs. 518-519. 
22 Íd., págs. 520-521. 
23 Íd., pág. 521. 
24 Íd., págs. 522-524. 
25 Íd., pág. 523. 
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persona vinculada con el proponente que fue convicta por fraude.26 

Por último, la Autoridad refirió a Ariel a las cláusulas del Acuerdo 

de negociación que pasaban el riesgo y los costos de la negociación 

al proponente, y la necesidad de la aprobación de la fase 1 por 

parte de la Junta de Directores.27 

El 23 de junio de 2016, la representación legal de Ariel le 

solicitó a la Autoridad copia del expediente relacionado con la 

cancelación del Acuerdo de negociación con el fin de instar un 

recurso de revisión judicial.28 La Autoridad le remitió a Ariel copia 

de la Resolución Número 2016-12 de la Junta de Directores.29 En la 

Resolución Número 2016-12, la Junta de Directores hizo constar 

que se reunieron el 18 de mayo de 2016 y ese día acordaron de 

manera unánime cancelar el Acuerdo de negociación.30 En la 

resolución incluyeron los motivos de la cancelación que fueron los 

ya reseñados.31 La Resolución Número 2016-12 no incluyó 

advertencias legales sobre los términos de reconsideración y 

revisión judicial. 

Ante estas circunstancias, Ariel acudió ante nosotros 

mediante recurso de revisión judicial y formuló los siguientes 

señalamientos de error, a saber: 

PRIMERO ERROR: ERRÓ LA JUNTA DE DIRECTORES 
DE LA AUTORIDAD AL NO APROBAR, DE MANERA 
ARBITRARIA, CAPRICHOSA, IRRACIONAL Y SIN 

BUENA FE, EL CUMPLIMIENTO POR PARTE DE 
ARIEL DEL “TERM SHEET” Y AL DAR POR 

TERMINADO EL CONTRATO DE EXCLUSIVIDAD 
PARA LA NEGOCIACIÓN DEL PLAN MAESTRO DE 

DESARROLLO DE ROOSEVELT ROADS. 

SEGUNDO ERROR: ERRÓ LA AUTORIDAD EN SU 

ACTUACIÓN DE CULPA IN CONTRAHENDO. 

TERCER ERROR: ERRÓ LA AUTORIDAD AL EMITIR 

UNA NOTIFICACIÓN DE DECISIÓN DEFICIENTE.32 

                                                 
26 Íd. 
27 Íd., págs. 523-524. 
28 Íd., pág. 544. 
29 Íd., pág. 546-548. 
30 Íd., págs. 247-548. 
31 Íd. 
32 Alegato de la parte recurrente, pág. 11. 
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En el primer señalamiento de error, Ariel alegó haber 

cumplido con los requisitos establecidos en el Acuerdo de 

negociación y solicitó una orden de cumplimiento específico de 

contrato.33 Además, Ariel solicitó que se le ordenera a la Autoridad 

a brindarle a la primera la oportunidad de atender preocupaciones 

sobre el cumplimiento de la Hoja de Términos propuesta y el 

Acuerdo de negociación.34 En apoyo de su contención, Ariel se 

refirió a las doctrinas siguientes: excepción a la deferencia judicial; 

la buena fe que debe operar entre los contratantes y la exigencia de 

un cumplimiento total libre de defectos y; las acciones en contra de 

los actos propios.35 

Ariel adujo que la Autoridad no actuó de buena fe, porque 

realizó negociaciones para el arrendamiento de unas parcelas con 

el fin de establecer una plantación de cannabis y otras propuestas 

de terceros.36 Añadió que la Autoridad se aprovechó de las 

gestiones de Ariel para conseguir la designación de terrenos como 

Promise Zone para luego descartar a las recurrentes como Master 

Developer.37 Continuó expresando que la Autoridad llegó a 

reconocer a Ariel como el Proposed Master Developer ante las 

agencias pertinentes para obtener la designación de Promise Zone 

y, con la posterior cancelación del Acuerdo de negociación, la 

Autoridad defraudó la confianza depositada por Ariel.38 

El segundo error imputado se fundamentó en la doctrina de 

culpa in contrahendo.39 Ariel argumentó que la Autoridad está 

obligada a indemnizar a la primera “por los gastos incurridos y las 

pérdidas patrimoniales sufridas”.40 Ariel aduce que las cláusulas 

del Acuerdo de negociación que le permitía a la Autoridad la 

                                                 
33 Íd. 
34 ‘Id., págs. 12 y 15-16. 
35 Íd., págs. 12-15. 
36 Íd., pág. 16. 
37 Íd., pág. 17. 
38 Íd., pág. 17 y 20. 
39 Íd. 
40 Íd. 
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cancelación en controversia no puede “resguardar” las supuestas 

acciones negligentes.41 

Por último, el tercer señalamiento de error planteó  que las 

comunicaciones de la Autoridad para cancelar el Acuerdo de 

negociación no apercibió a Ariel de su derecho a recurrir en 

revisión judicial al Tribunal de Apelaciones.42 Asimismo, arguyó 

que las comunicaciones no estaban fundamentadas conforme a 

Derecho.43 En consecuencia, solicitó la devolución del caso a la 

Autoridad para la corrección de la notificación.44 

La Autoridad compareció mediante Moción de desestimación 

por falta de jurisdicción. Principalmente, la Autoridad argumentó 

que las controversias traídas por Ariel giran en torno a la 

interpretación contractual del Acuerdo de negociación y las 

mismas no forman parte de la jurisdicción del Tribunal de 

Apelaciones a través de un recurso de revisión judicial.45 La 

Autoridad expresó que la reclamación de Ariel requiere probar cada 

uno de los elementos de las acciones incluidas en el escrito 

apelativo y, en ese sentido, las funciones del Tribunal de 

Apelaciones son distintas a las del Tribunal de Primera Instancia.46 

Por último, indicó que el Art. 11 de la Ley de la Autoridad para el 

Redesarrollo de los Terrenos y Facilidades de la Estación Naval 

Roosevelt Roads (Ley Núm. 508), Ley Núm. 508-2004, 25 L.P.R.A. 

sec. 3051i, solo provee el mecanismo de revisión judicial para la 

adjudicación del proceso de solicitud de propuestas.47 

El Departamento de Desarrollo Económico y Comercio del 

E.L.A. (Departamento) y su Secretario, como Presidente de la Junta 

de Directores de la Autoridad, comparecieron y también solicitaron 

                                                 
41 Íd., pág. 18. 
42 Íd., pág. 22. 
43 Íd., pág. 24. 
44 Íd., pág. 25. 
45 Moción de desestimación por falta de jurisdicción (Autoridad), pág. 2. 
46 Íd., pág. 9. 
47 Íd., págs. 11-12. 
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la desestimación del recurso apelativo.48 El Departamento y la 

Junta de Directores también arguyeron que el alegato de Ariel 

constituía una acción puramente contractual a ser dirimida por el 

Tribunal de Primera Instancia.49 Expresaron que el Tribunal de 

Apelaciones solo tiene jurisdicción para revisar las acciones 

adjudicativas o cuasi-legislativas de la Autoridad.50 En la 

alternativa, manifestaron que las acciones entabladas por Ariel 

dejaban de exponer una reclamación que justificara la concesión 

de un remedio respecto al Departamento y el Presidente de la 

Junta de Directores.51 Por último, indicaron que no formaron parte 

del Acuerdo de negociación, pues este fue suscrito solo por Ariel 

Investment Management, LLC de Delaware y la Autoridad.52 

Examinadas las mociones de desestimación, le concedimos 

término a la parte recurrente para que expusiera su posición y así 

lo hizo. En un escrito intitulado Oposición a mociones de 

desestimación, Ariel explicó que la revisión judicial era contra la 

decisión final de la Autoridad de terminar unilateralmente el 

proceso de negociación exclusiva.53 Según Ariel, el recurso de 

revisión judicial está autorizado por los incisos (c), (e), (f) y (g) del 

Art. 11 de la Ley Núm. 508, supra.54 En apoyo de su posición, la 

parte recurrente citó tres casos de otros Paneles del Tribunal de 

Apelaciones donde alegan se superó la controversia jurisdiccional 

levantada por la parte recurrida.55 Los casos citados por Ariel 

fueron los siguientes: Caribbean Theme Park & Entertainment 

Corporation v. Municipio de Bayamón, KLRA200800253; Lord 

Electric Company of Puerto Rico, Inc. v.  Autoridad para el 

                                                 
48 Moción de desestimación (Departamento de Desarrollo Económico y Comercio-

Junta de Directores de la Autoridad). 
49 Íd., pág. 2. 
50 Íd., pág. 6. 
51 Íd., págs. 6-7. 
52 Íd., págs. 8-9. 
53 Oposición a mociones de desestimación, pág. 3. 
54 Íd., pág. 4. 
55 Íd., pág. 5. 
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Financiamiento de la Infraestructura, KLRA201200340 y; Puma 

Energy Caribe, LLC v. Autoridad de Energía Eléctrica de Puerto Rico, 

KLRA201500066.56 Ariel expresó que “[r]enunciar a la jurisdicción 

en este caso equivale a renunciar a esa esencial función revisora, 

en uno de los proyectos de más importancia para el futuro 

económico de Puerto Rico”.57 

Con el beneficio de la comparecencia de las partes, 

procedemos a resolver el recurso apelativo que tenemos ante 

nuestra consideración. 

 

II. 

El procedimiento comúnmente utilizado por el Gobierno para 

adquirir bienes y servicios es la subasta pública formal u ofertas 

selladas. Caribbean Communications v. Pol. De P.R., 176 D.P.R. 

978, 994 (2009); R&B Power v. E.L.A., 170 D.P.R. 606, 620 (2007). 

Por otro lado, el Tribunal Supremo de Puerto Rico ha validado el 

uso del requerimiento de propuestas, compra negociada o request 

for proposal (RFP). Caribbean Communications v. Pol. De P.R., 

supra, pág. 996; R&B Power v. E.L.A., supra, pág. 624. El RFP es 

un mecanismo informal para la adquisición de bienes y servicios. 

Caribbean Communications v. Pol. De P.R., supra, pág. 996. La 

característica principal del RFP es que se admite una negociación 

durante la evaluación de las propuestas. Lo anterior responde a la 

necesidad de adquirir bienes o servicios especializados por ser 

asuntos altamente técnicos y complejos, o a la escasez de 

competidores cualificados. R&B Power v. E.L.A., supra, págs. 621-

622. 

 Al distinguir el RFP del proceso de la subasta formal, el 

Tribunal Supremo de Puerto Rico ha expresado lo siguiente: 

                                                 
56 Íd. 
57 Íd., pág. 6. 



 
 

 
KLRA201600687    

 

11 

En comparación con las subastas formales, el 
requerimiento de propuestas se distingue por ser un 

procedimiento más flexible, por lo que resulta práctico 
cuando la subasta persigue la adquisición de bienes y 

servicios especializados que involucran asuntos 
técnicos o muy complejos o cuando existen pocos 
competidores cualificados. Los requisitos a considerar 

en la adjudicación del contrato se enumeran en el 
RFP, el cual incluye, entre otros, el valor que se asigne 
a éstos, el itinerario para recibir y evaluar las 

propuestas, y adjudicar la buena pro, así como los 
términos del contrato. Estos asuntos pueden 

discutirse durante la celebración de reuniones 
prepropuestas, de forma tal que se logre un mejor 
entendimiento sobre los requisitos y las condiciones 

del RFP. (Citas omitidas). Caribbean Communications 
v. Pol. De P.R., supra, pág. 996-997. 

La Ley Núm. 508, 25 L.P.R.A. secs. 3051-3051s, creó a la 

Autoridad como una corporación pública e instrumentalidad del 

Estado Libre Asociado de Puerto Rico. Art. 3 de la Ley Núm. 508, 

25 L.P.R.A. sec. 3051a. A su vez, el estatuto estableció que la 

dirección de la Autoridad está a cargo de una Junta de Directores 

quienes a su vez nombran un Director Ejecutivo. Art. 4 de la Ley 

Núm. 508, 25 L.P.R.A. sec. 3051b. El Art. 11 de la Ley Núm. 508-

2004, 25 L.P.R.A. sec. 3051i, establece los parámetros para la 

contratación del diseño, desarrollo, construcción, financiamiento, 

operación y mantenimiento para el desarrollo del Plan Maestro de 

los terrenos de Roosevelt Roads. En lo pertinente, la disposición 

legal expresa lo siguiente: 

(a) Sin perjuicio de la facultad general concedida a la 

Autoridad en la sec. 3051d de este título para negociar 
y otorgar cualquier tipo de contrato, a los fines de 
desarrollar y regular la ejecución del Plan de 

Desarrollo Maestro, la Autoridad podrá, mediante 
contratos de concesión administrativa, contratos de 

arrendamiento u otro tipo de contrato, contratar con 
una o varias personas para llevar a cabo las diferentes 
fases o combinación de ellas de planificación, diseño, 

redesarrollo, construcción, financiamiento, operación y 
mantenimiento de los terrenos y facilidades de la 
Estación Naval, sujeto a las condiciones y siguiendo 

los procedimientos esbozados en esta sección. Se 
podrán utilizar fondos privados para pagar los costos 

de todas o cualquiera de dichas fases. 

.  .        .       .       .  .    .        . 

(c) Para llevar a cabo la planificación, diseño, 
redesarrollo, construcción, financiamiento, operación y 
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mantenimiento de los terrenos y facilidades de la 
Estación Naval, la Autoridad podrá utilizar cualquier 

tipo de contrato que separe o combine las fases de 
planificación, diseño, redesarrollo, construcción, 

financiamiento, operación y mantenimiento. Dichos 
contratos, conducentes a la implantación o desarrollo 
del Plan de Desarrollo Maestro, se adjudicarán 

mediante un proceso de solicitud de propuestas y 
negociación, según establecido en esta sección, y 
no le aplicarán los procedimientos descritos en la 

sec. 3051j de este título. No obstante lo aquí 
dispuesto, la Autoridad podrá asumir los derechos y 

obligaciones en que haya incurrido el Departamento de 
Desarrollo Económico y Comercio o cualquier otra 
agencia o subdivisión del Gobierno del Estado Libre 

Asociado de Puerto Rico con el propósito de 
redesarrollar los terrenos y facilidades de la Estación 

Naval. 

.  .        .       .       .  .    .        . 

 (e) Los procesos de cualificación y selección de 
proponentes y negociación de los contratos con 

la(s) entidades seleccionadas para el desarrollo del 
Plan de Desarrollo Maestro se llevará a cabo 
conforme los procesos y normas establecidos por la 

Junta, los cuales serán consistentes con los 

siguientes principios:  

(1) La Junta establecerá por reglamento los 
procedimientos y guías que habrán de regir el 

proceso de selección de proponentes y negociación 
de contrato, incluyendo el proceso de llevar a cabo 
las solicitudes de propuestas, a los fines de agilizar 

el proceso de selección y evaluación de 
proponentes; obtener propuestas de proponentes 

que estén cualificados para llevar a cabo este 
proyecto; promover la competencia entre los 
proponentes, de haber más de uno, y luego de 

considerar todos los factores relevantes, según 
establecidos por la Junta, maximizar los beneficios 

para Puerto Rico.  

(2) Durante los procesos de selección y evaluación 

de los proponentes, la confidencialidad de la 
información suministrada por los proponentes y la 
información relacionada al proceso de selección, 

evaluación y adjudicación de las propuestas se 
regirá por los criterios de aquella confidencialidad 

estrictamente necesaria establecidos por la Junta. 
La información sometida por los proponentes será 
pública y publicada en el Internet una vez la Junta 

de Directores haya adjudicado el contrato, excepto 

aquella información que constituya:  

(A) Secretos de negocios;  

(B) información propietaria, y  

(C) información privilegiada o confidencial.  

(3) El reglamento adoptado por la Junta para llevar 
a cabo el proceso de selección de proponentes y 
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negociación con el (los) proponente(s) 
seleccionado(s), deberá incluir los criterios que 

ésta aplicará al tomar sus decisiones sobre la 
cualificación y selección de los proponentes y la 

adjudicación de los contratos. Los criterios de 
selección deberán incluir, sin que se entienda 
como una limitación o que el orden aquí provisto 

defina su importancia, los siguientes: 

(A) La reputación comercial y financiera del 

proponente y su capacidad económica, técnica o 
profesional y la experiencia del proponente en la 

planificación, diseño, redesarrollo, construcción, 
financiamiento, operación y mantenimiento de 
terrenos y facilidades de instalaciones militares 

cerradas;  

(B) la calidad de la propuesta sometida por el 

proponente en cuanto a, entre otros, los 
aspectos de diseño, ingeniería, y tiempo 

estimado de construcción;  

(C) el capital que está dispuesto a invertir el 

proponente y el tiempo de recuperación de dicho 

capital;  

(D) los planes de financiamiento del proponente 
y la capacidad económica de éste para llevarlos a 

cabo;  

(E) los cargos que propone cobrar el operador, la 

tasa interna de rendimiento utilizada por el 
proponente y el flujo de ingresos netos 

proyectados, y  

(F) los términos del contrato con la Autoridad 
que el proponente está dispuesto a aceptar. Todo 

proponente certificará que no ha sido objeto, ni 
él ni sus funcionarios o agentes, de acusaciones 

formales o convicciones por actos de corrupción 

en Puerto Rico o en cualquier país extranjero.  

(4) La Junta aprobará el contrato o los contratos 
que ésta, en su discreción, haya determinado mejor 
cumple(n) con los criterios establecidos por la 

Junta.  

(f) Contratos con la entidad contratada.— 

(1) El contrato con la entidad contratada podrá 

incluir la planificación, diseño, redesarrollo, 
construcción, financiamiento, operación y 
mantenimiento de los terrenos y facilidades de la 

Estación Naval o, a discreción de la Junta, alguna 
de estas fases podrán ser parte de otro contrato 

separado con la misma persona o con otra persona 
distinta. El Director Ejecutivo de la Autoridad será 
responsable de negociar los términos y condiciones 

de los contratos a que se refiere esta sección. 
Dichos contratos tendrán que ser aprobados por 

la Junta y estarán sujetos a las normas 

establecidas en esta sección.  
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(2) La Junta tendrá facultad para permitir que la 
entidad contratada ceda, subarriende, 

subconcesione o grave sus intereses bajo el 
contrato con la Autoridad. La Autoridad podrá 

determinar y establecer en el contrato con la 
entidad contratada las condiciones bajo las cuales 
la entidad contratada puede ceder, subarrendar, 

subconcesionar o gravar dichos intereses.  

(3) La entidad contratada deberá prestar una 

fianza que garantice a la Autoridad el fiel 
cumplimiento de todas las obligaciones del 

contrato, cuya cuantía será determinada por la 
Junta, tomando como criterio la inversión prevista 
para el proyecto, o para la obra o etapa de que se 

trate.  

(g) Por este capítulo se exime a la Autoridad de los 

procedimientos y a las actuaciones autorizadas por 
esta sección [sic] de las disposiciones de las secs. 

2101 et seq. del Título 3, conocidas como la "Ley 
de Procedimiento Administrativo Uniforme del 
Estado Libre Asociado de Puerto Rico", excepto las 

disposiciones de las secs. 2171 a 2177 del Título 3 

sobre revisión judicial. (Énfasis nuestro). 

La Autoridad promulgó el Reglamento para Solicitudes de 

Propuestas que fue aprobado por la Junta de Gobierno de la 

Autoridad el 20 de diciembre de 2013.58 La Sección 4.01 del 

Reglamento para Solicitudes de Propuestas excluye de su 

aplicación a la contratación de servicios profesionales. El propósito 

del reglamento es para establecer el procedimiento de solicitud de 

propuestas (RFP) como método alterno al procedimiento de 

subasta.  La Sección 5.00(17) del Reglamento para Solicitudes de 

Propuestas define servicios profesionales como aquellos “cuya 

prestación principal consiste del producto de la labor intelectual, 

creativa o artística o en el manejo de destrezas altamente técnicas 

y específicas”. Además es preciso señalar que la sección que versa 

sobre  revisión judicial corresponde a la adjudicación de una 

solicitud de propuesta (RFP). 

Finalmente, debemos realizar algunos apuntes sobre la 

competencia del Tribunal General de Justicia. La Sección 2 del Art. 

                                                 
58http://www.rooseveltroads.pr.gov/supportingdocuments/Documents/Reglam

ento%20%20Solicitudes%20Propuestas.pdf (última visita el 19 de agosto de 

2016). 

http://www.rooseveltroads.pr.gov/supportingdocuments/Documents/Reglamento%20%20Solicitudes%20Propuestas.pdf
http://www.rooseveltroads.pr.gov/supportingdocuments/Documents/Reglamento%20%20Solicitudes%20Propuestas.pdf
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V de la Constitución del Estado Libre Asociado, L.P.R.A., Tomo I, 

establece un sistema judicial unificado en relación con la 

jurisdicción, funcionamiento y administración de los tribunales. 

Véase, además, Art. 2.001 de Ley de la Judicatura del Estado Libre 

Asociado de Puerto Rico (Ley de la Judicatura), Ley Núm. 201-

2003, 4 L.P.R.A. sec. 24b. Los términos jurisdicción, 

funcionamiento y administración deben interpretarse liberalmente 

para poder alcanzar el propósito de unificación. Vives Vázquez v. 

E.L.A., 142 D.P.R. 117, 135 (1996). 

La jurisdicción le reconoce al sistema judicial la facultad o 

autoridad para resolver casos y controversias. Vives Vázquez v. 

E.L.A., supra. El Tribunal Supremo de Puerto Rico ha resuelto que, 

ante la ausencia de jurisdicción, “lo único que puede hacer [un 

tribunal] es así declararlo y desestimar el caso”. Carrattini v. 

Collazo Syst. Analysis, Inc., 158 D.P.R. 345, 355 (2003), citando a 

Vega et. al. v. Telefónica, 156 D.P.R. 584 (2002). Ahora bien, los 

términos jurisdicción y competencia no son sinónimos. La 

competencia se refiere a cómo se distribuye el trabajo judicial entre 

los diferentes tribunales y salas que componen el Tribunal General 

de Justicia. Cosme v. Hogar Crea, 159 D.P.R. 1, 7 (2003). 

La competencia es determinada por la Asamblea Legislativa, 

a petición de la Rama Judicial. Art. 2.001 de la Ley Núm. 201, 

supra; Vives Vázquez v. E.L.A., supra. La norma general es que la 

competencia del Tribunal de Apelaciones se circunscribe a la 

función de revisión judicial. Art. 4.006 de la Ley Núm. 201, 4 

L.P.R.A. sec. 24y(a). El Tribunal de Apelaciones revisa las 

determinaciones originadas en el Tribunal de Primera Instancia o 

una agencia administrativa. Íd.; véase Freire Ayala v. Vista Rent, 

169 D.P.R. 418, 436 (2006). 

III. 
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En síntesis nos corresponde determinar si tenemos 

jurisdicción para intervenir en el recurso ante nos y así determinar 

si es nula e inválida una decisión de terminación de contrato de 

negociación exclusiva de la Autoridad.  

Hemos evaluado con detenimiento las posiciones de las 

partes así como la normativa antes expuesta y conforme a ello 

concluimos que las instancias contempladas por la Ley Núm. 508 

no sugieren que la revisión judicial ante el Tribunal de Apelaciones 

es el mecanismo disponible para el proponente seleccionado instar 

una acción de cumplimiento específico de contratos, daños 

contractuales o culpa in contrahendo. En cuanto a estas causas de 

acción, coincidimos con la parte recurrida en que deben ser 

atendidas por el Tribunal de Primera Instancia. Ninguno de los 

señalamientos de error va dirigido a las cuestiones sujetas a 

revisión judicial. 

La revisión judicial de Ariel no versa sobre la facultad de la 

Autoridad para cancelar la adjudicación de una subasta y no 

firmar el Master Developer Agreement. El Tribunal Supremo ha 

reconocido la autoridad de las agencias para cancelar una 

adjudicación de subasta y no otorgar el contrato. De ordinario una 

agencia no queda obligada con la adjudicación de la buena pro, 

sino con la otorgación del contrato. Perfect Cleaning v. 

Cardiovascular, 172 D.P.R. 139, 144 (2007). Las agencias tienen 

discreción para revocar la adjudicación de una subasta antes de 

formalizar un contrato en aras de seleccionar al postor que más 

convenga al interés público. Íd; véase, además, RBR Const., S.E. v. 

A.C., 149 D.P.R. 836, 851-852 (1999). Lo que persigue Ariel con su 

reclamación es la determinación de negligencia en ese proceso 

conforme el acuerdo de negociación exclusiva y la eventual 

imposición de responsabilidad. Ciertamente, los objetivos de la 



 
 

 
KLRA201600687    

 

17 

parte recurrente están fuera de los parámetros de la revisión ante 

el foro apelativo en esta etapa de los procedimientos. 

La discusión del primer error imputado no se enfoca en el 

proceso de selección conforme al RFP, pues ya era una etapa 

superada al momento de la cancelación del Acuerdo de 

negociación. El señalamiento de error tampoco se concentra en los 

asuntos contemplados en el inciso (f) del Art. 11 de la Ley Núm. 

508, supra. El error imputado se dirigió específicamente al alegado 

rompimiento ilegal de las negociaciones aun cuando el Acuerdo de 

negociación contenía cláusulas al respecto. El remedio solicitado a 

raíz de este señalamiento de error es que se emita una orden de 

cumplimiento específico de contrato lo cual no forma parte de la 

jurisdicción el Tribunal de Apelaciones ante un recurso de revisión 

judicial. 

El segundo señalamiento de error no se encuentra dentro del 

alcance de la revisión judicial establecida en el Art. 11 de la Ley 

Núm. 508, supra. El planteamiento de Ariel busca el resarcimiento 

del llamado interés negativo al amparo de la doctrina conocida 

como culpa in contrahendo. Es importante apuntar que en el caso 

citado por la recurrente, RBR Const., S.E. v. A.C., 149 D.P.R. 836 

(1999), la controversia pasó por la revisión del Tribunal de Primera 

Instancia y, como resultado final del proceso apelativo, el Tribunal 

Supremo lo devolvió al foro judicial primario para atender los 

efectos de la anulación arbitraria de una subasta. En el presente 

caso, Ariel no impugna la anulación de la adjudicación del RFP, 

sino la decisión de cancelar un proceso de negociación cuyos 

términos fueron pactados en un acuerdo de negociación exclusiva 

posterior. Por lo tanto, la jurisdicción para atender las acciones 

incluidas en el escrito apelativo le competen al Tribunal de Primera 

Instancia. 
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Acerca de los casos resueltos por los Paneles Hermanos que 

fueron citados por la parte recurrente, dos de ellos no nos 

persuaden y uno favorece nuestra posición. En el 

KLRA200800253, no se atendió la controversia principal planteada 

en el caso de autos, esto es si el Tribunal de Apelaciones puede 

adjudicar en primera instancia una causa de acción de 

cumplimiento específico de contrato, culpa in contrahendo y 

daños.59 Por otro lado, en el KLRA201200340 el Panel Hermano se 

declaró sin jurisdicción porque el Tribunal de Apelaciones no tiene 

jurisdicción original general y, por consiguiente, la acción de daños 

debía dilucidarse ante el Tribunal de Primera Instancia.60 Por 

último, el KLRA201500066 es claramente distinguible del caso de 

epígrafe.61 Allí la agencia canceló el proceso sin seleccionar a 

ninguno de los proponentes y sin entrar en un acuerdo de 

negociación como pasó con la Autoridad y Ariel. 

Es preciso apuntar que no estamos renunciando a la 

jurisdicción de la revisión judicial como argumentó Ariel en su 

Oposición a mociones de desestimación. Ariel tendrá la oportunidad 

de litigar sus reclamaciones ante el foro judicial de primera 

instancia con todas las garantías del debido proceso de ley si así lo 

interesa. Al igual, tendrá disponible los mecanismos de revisión 

apelativa correspondiente en su momento si lo estima necesario. A 

nuestro juicio, este es el curso procesal lógico, coherente y correcto 

para tramitar los reclamos de Ariel. 

Por último, el tercer señalamiento de error discute la 

necesidad de incluir los apercibimientos legales sobre el derecho a 

recurrir al Tribunal de Apelaciones en las comunicaciones que 

dieron por cancelada la negociación. Sin embargo, como ninguno 

de los aspectos discutidos por la recurrente en su recurso de 

                                                 
59 Mandato emitido el 29 de agosto de 2008. 
60 Mandato emitido el 3 de octubre de 2012. 
61 Mandato emitido el 2 de Julio de 2015. 
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revisión judicial se dirigen a los aspectos contemplados en el Art. 

11 de la Ley Núm. 508, supra, resulta inconsecuente la inclusión 

de las advertencias legales.  

Por los fundamentos expuestos, desestimamos el recurso de 

revisión judicial por carecer de jurisdicción para dilucidar los 

asuntos planteados en los señalamientos de error. Las alegaciones 

de cumplimiento específico de contrato, daños contractuales y la 

indemnización de interés negativo deben ventilarse ante el 

Tribunal de Primera Instancia. 

Notifíquese. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
Lcda. Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


